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Definición reglamentaria de notario
El artículo 1 define a los notarios a la vez como funcionarios públicos y profesionales del derecho. 

Como funcionarios ejercen la fe pública notarial, que ampara en la esfera de los hechos, la exactitud de los que notario ve, oye o percibe por sus sentidos. En la esfera del derecho,  la autenticidad y fuerza probatoria de las declaraciones de voluntad de las partes en el instrumento público redactado conforme a las leyes.

Como profesionales del Derecho tienen la misión de asesorar a quienes reclaman su ministerio y aconsejarles los medios jurídicos más adecuados para el logro de los fines lícitos que aquéllos se proponen alcanzar.

I.- Calificación de las formalidades extrínsecas.- 
a.- La competencia territorial:

El artículo 117 regula la jurisdicción notarial. Establece que los notarios residentes en una misma localidad podrán ejercer dentro de su término municipal así como en los demás términos municipales de su mismo distrito en los que no exista notaría y sólo excepcionalmente fuera de dicho ámbito cuando concurran los supuestos previstos en el reglamento.

El artículo 123 aclara que notario que actúen la residencia de otro hará suyos los honorarios devengados. 

Y el 125 señala que la actuación indebida en la residencia de otro notario, además de la corrección disciplinaria que proceda, motivará la pérdida total de los honorarios en beneficio del titular o titulares de la residencia no respetada.

COMENTARIO:

Por lo tanto, según esto último parecería que registralmente no sería materia de calificación la competencia territorial del notario. Pero con arreglo a la legislación hipotecaria es indudable que tal extremo sí debe ser objeto de calificación.

b.- Incompatibilidad por intereses contrapuestos.

El artículo 139 establece que los notarios no podrán autorizar escrituras en las que se consignen derechos a su favor, pero sí las que sólo contraigan obligaciones, o extinga sus derechos, con la ante firma "por mí y ante mí".

COMENTARIO: Por tanto el registrador también habrá de calificar este extremo, así como las restantes prohibiciones y excepciones a las mismas que se contienen en el artículo 139.

c.- La congruencia entre el tipo de documento y el contenido documentado

Tipos de instrumentos públicos:

El artículo 144 dice que son instrumentos públicos

.- las escrituras públicas, 

.- las pólizas intervenidas, 

.- las actas, 

y en general todo documento que autoriza el notario, bien sea original, el certificado, copia o testimonio.

  Y seguidamente precisa cuál es el contenido propio de cada uno de estas distintas formas de instrumento público.

Dice que “Las escrituras públicas tienen como contenido propio las declaraciones de voluntad, los actos jurídicos que impliquen prestación de consentimiento, los contratos y los negocios jurídicos de todas clases.

 Las pólizas intervenidas tienen como contenido exclusivo los actos y contratos de carácter mercantil y financiero que sean propios del tráfico habitual y ordinario de al menos uno de sus otorgantes, quedando excluidos de su ámbito los demás actos y negocios jurídicos, y en cualquier caso todos los que tengan objeto inmobiliario; todo ello sin perjuicio, desde luego, de aquellos casos en que la Ley establezca esta forma documental.

Las actas notariales tienen como contenido la constatación de hechos o la percepción que de los

mismos tenga el notario, siempre que por su índole no puedan calificarse de actos y contratos, así como sus juicios o calificaciones. 

Los testimonios, certificaciones, legalizaciones y demás documentos notariales que no reciban la

denominación de escrituras públicas pólizas intervenidas o actas, tienen como delimitación, en orden al contenido, la que este Reglamento les asigna.- 

COMENTARIO: En consecuencia, la utilización de una forma notarial para recoger un contenido que no le corresponde reglamentariamente, además de estar prohibida para el notario, según el art 145,  privaría al documento de su condición de instrumento público. Y tal extremo ha de ser objeto de calificación registral en tanto que calificación de las formalidades extrínsecas del documento..

Por ejemplo, no podía admitirse por el registrador de  la propiedad para su inscripción ningún acto o negocio recogido en una póliza intervenida.

En cambio, estimo que podría admitirse la declaración de obra nueva formalizada en acta notarial y no escritura, pues las actas  tienen como contenido la "constatación de hechos", y precisamente, la declaración de existir una determinada edificación podría considerarse como la mera constatación de un hecho.

d.- Formalidades extrínsecas: papel timbrado

Según el artículo 154 las escrituras públicas y las actas extenderán en papel timbrado expresando al final la numeración de todas las hojas o pliegos empleados que deberá ser estrictamente correlativa salvo que con carácter excepcional y por causa justificada que notario expresará no pudiere hacerse así.

e.- Requisitos lingüísticos y gramaticales:

Estilo de redacción:

El artículo 148 exige que los instrumentos públicos se redacte en con un estilo claro, puro, preciso, sin frases ni terminó alguno oscuros ni ambiguos, y utilizando con propiedad el lenguaje. Y tal exigencia es aplicable incluso aunque se hubiesen otorgado con arreglo a minuta, supuesto previsto en el artículo 147.

Idioma:

Y el 149, prevé que se redactará en el idioma oficial del lugar del otorgamiento de los otorgantes hayan convenido en caso de discrepancia se redactará en las dos lenguas oficiales existentes. La copia se expedirá en el idioma oficial del lugar pedido por el solicitante.

Comentario: si el idioma en el que está redactado el documento o expedida la copia no es oficial en el lugar de ubicación del registro de la propiedad donde se pretenda inscribir, y salvo que se acompañe de la oportuna traducción oficial,  no podrá ser objeto de presentación al libro diario, ni de inscripción, ni siquiera aunque el registrador conozca tal idioma y así lo afirme bajo su responsabilidad, a no ser que el asiento de presentación y en su caso el de inscripción sea redactado, bajo la responsabilidad del registrador por la traducción, en idioma oficial del lugar de ubicación del registro.

Abreviaturas y blancos y guarismos: 

Se admiten las abreviaturas reconocidas comúnmente. Los espacios en blanco deben cubrirse con una línea de tinta. El valor o precio del contrato no pueden expresarse en  guarismos sin que previamente hubiesen sido puestos en letra.

Comentario: entendemos que tal prohibición es igualmente aplicable a cualquier otro dato cuantitativo que determine el alcance o eficacia del derecho real que se pretende inscribir por ejemplo las cifras de responsabilidad hipotecaria.

Tampoco cabe expresar en números las fechas que no se han referencia a otros documentos, sino determinantes del contenido y alcance del negocio, como por ejemplo la fecha de duración o expiración de un derecho real.

II.- Calificación del contenido obligatorio:
a.- Contenido estructural: Partes del documento: 

La comparecencia: deberá expresar los extremos que se contienen en el artículo 156. Los artículos siguientes detallan cómo se acreditará o expresarán algunos de tales extremos de consignación obligatoria. 

El artículo 163 dice que no se necesita la indicación del documento de identidad cuando se trate de funcionarios públicos que intervengan por razón de su cargo, pero lo cierto es que según la ley de prevención del fraude fiscal, en todo caso deberán acreditar su NIF.

La representación: 

El articulo 164 se refiere a la intervención de los otorgantes, que deberá expresar si lo hacen en nombre propio  o en representación de otro, reseñados en este caso los datos identificativos del documento del cual surge la presentación, salvo cuando emane la ley, en cuyo caso se expresará esta circunstancia, no siendo preciso que la presentación legal se justifique si consta por notoriedad al autorizante.

Comentario: Con esta última matización se vulnera el artículo 98 de la ley 24/ 2001 pues este último exige siempre, en todo tipo de representación (ya sea la representación voluntaria, legal u orgánica), la acreditación mediante documento auténtico, y nunca por notoriedad.  Esto es: el cargo o condición legal de la que emane la representación legal, habrá de acreditarse por documento auténtico, si bien el contenido de facultades inherentes a tal cargo o condición puede venir predeterminado por ley.

 Y vuelve a repetir el artículo del reglamento notarial que si la representación no está suficientemente acreditada a juicio del notario, podrá autorizarse el instrumento si los comparecientes lo consienten expresamente.  

 Esta posibilidad también contradice abiertamente lo dispuesto imperativamente en artículo 98 de la ley 24/2001, que no prevé ninguna excepción a su ámbito de aplicación, ni por razón del tipo de representación que concurra, ni permite que una dispensa por los comparecientes releve al notario de la obligación que le impone la ley a él, como funcionario, y al documento mismo si quiere tener la consideración legal de "instrumento público".

Parece como si el famoso artículo 98 relativo a  la calificación registral de documentos autorizados por notario,, sólo sea objeto de satisfacción y cumplimiento por parte de los notarios en la medida en la que limita la calificación registral, y no en la medida en la que también limita la libertad de los otorgantes y del propio notario para darle cumplimiento fiel cuando convenga o eludirlo cuando interese, mediante simples dispensas por los otorgantes o advertencias del notario para tratar de salvar su responsabilidad por autorizar contra ley un documento en el que no se acredita la representación que se alega.

La descripción de los bienes:

Se regula en los artículos 170 y 171, precisando que para su inscripción deberá expresar las circunstancias imprescindibles para ella, y en particular,  la referencia catastral de los inmuebles en todo caso, y la certificación catastral descriptiva y gráfica cuando sea pertinente.

En artículo 175 regula la consulta registro de la propiedad para conocer la titularidad y el estado de cargas de los bienes.

Medios de pago: el artículo 177 recoge la exigencia legal sobre expresión del momento y el medio de pago en los actos o contratos en que medie precio.

La firma de las escrituras: Artículo 195.

Supuestos concretos de interés: 

.- Actas de notoriedad:

El artículo 209 introduce la novedad de que el requerimiento del acta se formalizará con el número de protocolo que corresponda el día del requerimiento, y la terminación del acta tendrá el número de protocolo que corresponda a la fecha de su terminación, dejando constancia en esta última del acta que recogía el requerimiento.

.- El artículo 210, el relativo a las actas de notoriedad complementarias de título público conforme al artículo 205 de la ley hipotecaria y 298 de su reglamento prevé que sólo serán notarios hábiles los competentes para actuar en la población en cuyo término municipal se halle la finca objeto de inmatriculación. Y regula una serie de pruebas concretas que son obligatorias, pues dice que notario practicará para la comprobación de la notoriedad pretendida cuantas pruebas estimen necesarias, sean o no propuesta procedimiento y especialmente las que detalla en el propio precepto, y entre ellas, la certificación catastral descriptiva y gráfica y la certificación o nota simple del registro de la propiedad, así como la declaración de dos testigos y la publicación de edictos por un plazo mínimo de 20 días naturales.

.- Artículo 218 actas de liquidación del saldo de operaciones crediticias.

.- Articuló 220. Actas de subastas

B.- Contenido esencial del instrumento público:
1.- Extremos obligados de la dación de fe notarial.

Artículo 145.

La autorización o intervención del instrumento público implica el deber del notario de dar fe de la

identidad de los otorgantes, de que a su juicio tienen capacidad y legitimación, de que el consentimiento ha sido libremente prestado y de que el otorgamiento se adecua a la legalidad y a la voluntad debidamente informada de los otorgantes e intervinientes.

Dicha autorización e intervención tiene carácter obligatorio para el notario con competencia territorial a quien se sometan las partes o corresponda en virtud de los preceptos de la legislación notarial, una vez que los interesados le hayan proporcionado los antecedentes, datos, documentos, certificaciones, autorizaciones y títulos necesarios para ello.

COMENTARIO: 

El artículo 145 es el que realmente detalla cuáles son los elementos imprescindibles que debe contener un documento notarial para que pueda ser considerado instrumento público, a los efectos del art 1217 del Código Civil,  o, lo que es lo mismo, los extremos a los que necesariamente ha de referirse y de manera expresa, la dación de fe por el notario, y que son los siguientes:

.- la dación de fe expresa de la identidad de los otorgantes, 

.- de que a su juicio tienen capacidad y legitimación
.- de que el consentimiento ha sido libremente prestado
.-y de que el otorgamiento se adecua a la legalidad y a la voluntad debidamente informada de los otorgantes e intervinientes.

El reglamento regula tales extremos como si fueran simples deberes del notario para la autorización o intervención del instrumento público, pero en realidad son, en sí mismos, los requisitos imprescindibles para que nos encontremos  ante un documento público notarial.

Y por ello, la falta de alguno de ellos privaría al documento de su condición de documento público. Y ello podría implicar que ni siquiera pudiera causar asiento en el libro diario de presentación.

 En cuanto a la “adecuación del otorgamiento a la legalidad”, no cabe duda de que se trata, no de un hecho que el notario pueda ver, oír, o percibir por sus sentidos, sino de un juicio, como lo es también el de capacidad y legitimación, aunque este articulo que comentamos llama la atención porque al juicio de capacidad y legitimación lo llama expresamente así, y en cambio, al referirse al juicio de legalidad omite llamarle “juicio”. En efecto, no dice que “dará fe de que a su juicio el otorgamiento se adecua a la legalidad”, sino que dará fe “de que se adecua a la legalidad”. 

2.- Requisitos previos a la dación de fe notarial: el control de legalidad
Continúa el artículo 145 diciendo: 

(…) Esto no obstante, el notario, en su función de control de la legalidad, no sólo deberá excusar su

ministerio, sino negar la autorización o intervención notarial cuando a su juicio:

1.º La autorización o intervención notarial suponga la infracción de una norma legal, o no se hubiere acreditado al notario el cumplimiento de los requisitos legalmente exigidos como previos.

2.º Todos o alguno de los otorgantes carezcan de la capacidad legal necesaria para el otorgamiento que pretendan.

3.º La representación del que comparezca en nombre de tercera persona natural o jurídica no esté

suficientemente acreditada, o no le corresponda por las leyes. No obstante, si el acto documentado fuera susceptible de posterior ratificación o sanación el notario podrá autorizar el instrumento haciendo la advertencia pertinente conforme artículo 164.3 de este Reglamento, siempre que se den las dos circunstancias siguientes:

a) Que la falta de acreditación sea expresamente asumida por la parte a la que pueda perjudicar.

b) Que todos los comparecientes lo soliciten.

4.º En los contratos de obras, servicios, adquisición y transmisión de bienes del Estado, la Comunidad Autónoma, la Provincia o el Municipio, las resoluciones o expedientes bases del contrato no se  hayan dictado o tramitado con arreglo a las leyes, reglamentos u ordenanzas.

5.º El acto o el contrato en todo o en parte sean contrarios a las leyes o al orden público o se prescinda por los interesados de los requisitos necesarios para su plena validez o para su eficacia.

6.º Las partes pretendan formalizar un acto o contrato bajo una forma documental que no se corresponda con su contenido conforme a lo dispuesto en el artículo 144 de este Reglamento.

Cuando por consecuencia de resoluciones o expedientes de la Administración central, autonómica, provincial o local, deba extenderse instrumento público, el notario requerido para autorizarlo o intervenirlo tendrá derecho a examinar, sin entrar en el fondo de ella, si la resolución se ha dictado y el expediente se ha tramitado con arreglo a las leyes, reglamentos u ordenanzas que rijan en la materia, y que la persona que intervenga en nombre de la Administración es aquella a quien las leyes atribuyen la representación de la misma.

En el caso de resoluciones judiciales que den lugar al otorgamiento ante Notario de un instrumento público, de apreciarse la falta de competencia, procedimiento, documentación o trámites necesarios para el mismo, el Notario se dirigirá con carácter previo al Juzgado o Tribunal poniendo de manifiesto dicha circunstancia. Una vez recibida la resolución del órgano jurisdiccional, el Notario procederá al otorgamiento en los términos indicados por el Juzgado o Tribunal, sin perjuicio de formular en el momento del otorgamiento las salvedades que correspondan, a fin de excluir su responsabilidad.

La negativa de los notarios a intervenir o autorizar un instrumento público podrá ser revocada por la Dirección General de los Registros y del Notariado en virtud de recurso de cualesquiera de los interesados, la cual, previo informe del notario y de la Junta Directiva del Colegio Notarial respectivo, dictará en cada caso la resolución que proceda. Si ésta ordenara la redacción y autorización del instrumento público, el notario podrá consignar al principio del mismo que lo efectúa como consecuencia de la resolución de la Dirección General a fin de salvar su responsabilidad.»

COMENTARIO: 

1.- El reglamento notarial prohíbe al notario autorizar o intervenir el documento si concurre alguno de los supuestos señalados.

  Entendido en sentido negativo, se trata de una prohibición al notario.

  Entendido en sentido positivo, se trata de la atribución al notario de una labor de control de legalidad, que es perfectamente congruente con su condición de funcionario público, y con sus conocimientos jurídicos, como profesional del derecho, conforme al doble aspecto que define al notario según el propio articulo 1 del reglamento. 

  Y precisamente ese control de legalidad previo es lo que permite atribuir reglamentariamente al documento la presunción de adecuación a la legalidad, en tanto tal presunción no sea desvirtuada por otro funcionario con competencia legal para ello, (por ejemplo, jueces,  registradores u otros funcionarios en el ejercicio de sus competencias, como luego veremos).

2.- Se instaura un recurso gubernativo contra la negativa del notario a autorizar o intervenir un documento, de manera aparentemente análoga al actual recurso gubernativo contra la calificación registral negativa. Pero puestos a seguir tal analogía, se echa en falta una regulación detallada del plazo del notario para rechazar la autorización del documento, del plazo y forma de motivar y notificar tal negativa, de la reducción arancelaria y sanción disciplinaria si no cumple el plazo pertinente, y de los trámites del recurso contra la negativa notarial, con regulación de los efectos del silencio administrativo y de la posible vinculación de todos los notarios por las resoluciones que pudieran recaer en tal recurso.

Como no existe tal regulación, parece que la analogía pretendida entre el recurso contra la negativa a la autorización notarial y el recurso contra la calificación registral negativa, se queda sólo en una remota aproximación “de cara a la galería”, y es que, probablemente, la posibilidad de acudir a otro notario con otro criterio de control más flexible,  hace innecesario regular un recurso administrativo serio y riguroso, como hace innecesario prever siquiera la existencia de un recurso judicial.

III.- Efectos y límites de la fe publica notarial
«Artículo 143.

A los efectos del artículo 1217 del Código Civil, los documentos notariales se regirán por los preceptos contenidos en el presente Título.

Los testamentos y actos de última voluntad se regirán, en cuanto a su forma y requisitos o solemnidades, por los preceptos de la legislación civil, acoplándose a los mismos la notarial, teniendo ésta el carácter de norma supletoria de aquélla. 

Los documentos públicos autorizados o intervenidos por notario gozan de fe pública, presumiéndose su contenido veraz e íntegro de acuerdo con lo dispuesto en la Ley.

Los efectos que el ordenamiento jurídico atribuye a la fe pública notarial sólo podrán ser negados o desvirtuados por los Jueces y Tribunales y por las administraciones y funcionarios públicos en el ejercicio de sus competencias.»

COMENTARIOS:

.- Según este artículo 143, la fe pública notarial significa que el contenido de los  documentos públicos autorizados o intervenidos por notario se presume veraz e íntegro.

Se trata por tanto, de una mera presunción, que admite prueba en contrario o ser desvirtuada jurídicamente. Se refiere a la veracidad (que lo dicho en ellos “es la verdad”). En cuanto a la “integridad”, no se sabe muy bien qué será eso. Literalmente sería que lo que no conste en el documento notarial se presume que no existe ni tiene efectos. Pero parece más lógico interpretar que significaría algo así como que lo dicho en el documento no sólo se presume que es verdad, sino “toda la verdad”, o la “verdad íntegra” del negocio formalizado. O que lo pactado en documento privado no tiene efectos contra lo pactado en documento público notarial.
Lo que parece claro es que esa presunción de “integridad” no significa presunción de legalidad ni de  validez de los actos formalizados en documento público,  pues no lo dice, ni parece que se puede forzar la interpretación de la palabra “integridad” hasta llegar a ese extremo.

.- En cambio, la definición de la fe pública notarial que se hace el art  1 del reglamento es más amplia, pues dice que la fe pública notarial “ampara en la esfera de los hechos, la exactitud de los que notario ve, oye o percibe por sus sentidos. En la esfera del derecho, la autenticidad y fuerza probatoria de las declaraciones de voluntad de las partes en el instrumento público redactado conforme a las leyes”

.- En cualquier caso, sea cual sea la extensión de la fe publica, queda claro que se trata de una presunción legal, creada por una norma, la cual norma, además, admite que tal presunción pueda decaer o ser desvirtuada:
En cuanto a los hechos, mediante prueba en contrario (aunque ordinariamente no bastará cualquier medio de prueba).

Y en cuanto a los juicios notariales, mediante juicio o calificación legalmente hábil para desvirtuarlos. En concreto, mediante el ejercicio de la potestad jurisdiccional de jueces y tribunales (afirmar lo contrario sería inconstitucional), o el ejercicio de la calificación registral (proclamar lo contrario sería ilegal), o bien, el correspondiente a otros funcionarios públicos en el ejercicio de sus competencias.

 Y, a sensu contrario, la fe publica notarial no podrá ser desvirtuada por quien no tenga atribución legal para ello.

Continuando con nuestra argumentación, y para entender los efectos y límites de la fe publica notarial,  deberíamos distinguir:

.- Manifestaciones de los otorgantes: 

Por ejemplo, la manifestación de los otorgantes sobre el importe del precio o del valor de un bien, se tiene por auténtica, en tanto que amparada por la fe pública notarial.

Pero en cuanto a su fuerza probatoria, y aún cuando en principio podría presumirse “veraz” por el mero hecho de estar consignada en documento notarial, o incluso “íntegra” (que no hay más precio que el que se declara), evidentemente, puede ser desvirtuada jurídicamente mediante la comprobación de valores por la administración tributaria, a través de los medios legales de comprobación o inspección, o la valoración conjunta de la prueba en un proceso jurisdiccional

.- Manifestaciones del notario autorizante:

Relativas a aquello que el notario ve, oye o percibe por sus sentidos. La fuerza probatoria de tales extremos sólo podrá ser desvirtuada por los órganos jurisdiccionales, y no por los funcionarios de la administración, ni por los registradores, pues no tienen competencias legales para ello.

.- Los juicios de valor del notario autorizante.

Por ejemplo, el juicio de capacidad, el de legitimación, el de suficiencia de la representación, y el de adecuación del documento a la legalidad.

El efecto jurídico atribuido en principio a tales juicios notariales, (si es que existen, pues a veces se omiten o eluden con meras advertencias),  podrá ser desvirtuado, además de por los órganos judiciales,  por la calificación registral (tanto por parte de los funcionarios a cargo del registro de la propiedad, de bienes muebles, mercantil, como de cualquier otro registro jurídico o administrativo que no sea de mero archivo de documentos, sino sometido al principio de legalidad y calificación por parte de un determinado funcionario público “en el ejercicio de sus competencias”, como expresamente prevé el propio reglamento notarial.

Evidentemente, y en lo que a la inscripción registral se refiere, y con independencia de la existencia y grado de extensión y precisión del llamado  “control notarial de legalidad”,  la calificación registral , efectuará a su vez, siempre y en todo caso,  un completo control o verificación de legalidad del documento y los actos en él formalizados, que es más extenso e intenso (pues además de constituir un refuerzo o segundo filtro  legalmente exigido, de todos los extremos susceptibles de control notarial), abarca también, por expresa determinación legal, otros extremos distintos.   Además, el “control” o “calificación registral” se realiza  en condiciones legales presumiblemente más favorecedoras de la imparcialidad, y , desde luego, con mayores garantías y derechos para los interesados (plazos, motivación, recursos, responsabilidad, etc.). 

  Y todo ello, a fin de que, finalmente, si la calificación registral  del documento notarial resulta favorable y se practica el asiento registral pertinente, éste goce de la fe pública registral y sus efectos se encuentren legalmente  (y no sólo reglamentariamente) bajo la salvaguardia de los tribunales, y sin que pueda ser desvirtuados por ningún otro funcionario público que no sea un órgano jurisdiccional.

IV.- Las copias: autorizadas y simples; en papel  o en soporte informático. 

Las copias:

El artículo 221 considera también escrituras públicas, además de a la matriz, las copias expedidas con las formalidades de derecho,  (copias autorizadas)

Tales copias deberán reproducir o trasladar fielmente el contenido de la matriz. 

Comentario: por tanto, cabe interpretar que deberán reproducir también la firmas de los otorgantes, salvo en caso de copias simples, como luego veremos.

Las copias autorizadas pueden ser totales o parciales, y pueden costar en soporte papel o en soporte electrónico.

Las autorizadas en soporte papel deben estar signadas y firmadas por el notario que las expide.

Las de soporte electrónico deberán estar autorizadas por la firma electrónica reconocida del notario que la expide.

En cualquier caso sólo está facultado para expedir copias de una matriz el notario en cuyo poder se halle legalmente el protocolo. 

Se prohíbe a los tribunales o a los secretarios judiciales expedir copias o testimonios de escrituras matrices, actas o pólizas.

.Comentario: está prohibición a los órganos del poder judicial, si se refiere a expedir copias de una matriz, es lógica y congruente.

Pero si se entendiera que les prohíbe expedir testimonios de copias autorizadas que se les hayan aportado en el proceso, la prohibición sería tan obvia en su motivación de fondo como dudosa en su legalidad.  Por tanto, habrá de interpretarse que los secretarios judiciales, como fedatarios que son, podrán certificar y testimoniar todo documento que conste en el proceso, es decir, podrán expedir testimonios o copias de copias autorizadas notarialmente, como también lo podrá hacer cualquier otro funcionario de la administración que ostente facultades certificantes.
Y tales certificaciones, como son documentos públicos, podrían servir perfectamente para la inscripción registral.

Garantías de autenticidad de la copia autorizada en papel  

Según el art 241: Deberá expresar el número de pliegos, o folios, clase, serie y numeración, lugar y fecha, e irán autorizadas con el signo, firma, rúbrica y sello del

Notario, que rubricará todas las hojas, en las que constará su sello.

Igualmente se reseñarán, rubricarán y sellarán el folio o pliego que se agregue a la copia para la consignación de notas por los Registros y oficinas públicas.

Tanto en el pie de copia de escrituras y actas como en los testimonios, además de su sello, el notario impondrá el sello de seguridad creado a tal efecto por el Consejo General del Notariado.

Y según el 243, ya no cabe salvar enmiendas, sino por diligencia de rectificación,: 

Art 243.- Las copias en soporte papel no podrán contener interpolaciones, tachaduras, raspaduras o enmiendas, ni siquiera en su pie o suscripción. Cuando fueran advertidos errores u omisiones, se subsanarán mediante diligencia posterior autorizada de igual modo que la copia haciendo constar, además, por nota al margen de ésta, la rectificación.»

Copias simples: ni autenticidad, ni garantía.

El artículo 224 regula también las copias simples y aclara que en ningún caso podrá hacerse constar en la copia simple la firma de los otorgantes. 

Comentario: 

.- a sensu contrario, en las copias autorizadas  sí pueden constar las firmas de los otorgantes. Pero no sólo eso, sino que, para que cumplan su requisito de ser fieles reproducciones de la matriz, en las copias autorizadas, interpreto que deberían siempre constar todas las firmas existentes en la matriz.

.- se deduce que las copias simples no precisan llevar firma del notario, lo cual parece lógico, por su condición de simples copias. Pero llama la atención que no se diga que han de llevar fecha de expedición (que no de autorización),  pues siendo la matriz susceptible de modificación por diligencias ulteriores, una copia que no expresa cuándo ha sido hecha no sirve, ni siquiera indiciariamente, para informar de lo actualizada o desfasada que pueda estar.

También se echa de menos, en comparación con la nota simple registral, que se debería haber previsto expresamente la responsabilidad civil del notario por la inexactitud o error de la copia que expide aunque no la firme.

Y es que una simple fotocopia de una copia autorizada es mucho más barata y  tiene mucha más fiabilidad que llamada copia simple notarial, la cual,  fuerza de ser tan “simple”, (pues no lleva ni fecha, ni firma, ni responsabilidad), podía decirse que casi no llega ni a la categoría de copia. Y pese a ello, muchas  leyes pecan de ingenuas cuando se conforman con que el notario remita copia simple a la administración a determinados efectos. (Ejemplo, comprobación de tanteos y retractos, liquidación de impuestos, etc.), cuando sería mucho más fiable una simple fotocopia hecha por el interesado de la copia autorizada.

Copias electrónicas:

En cuanto a las copias electrónicas, que pueden ser autorizadas o simples, se entenderán siempre expedidas por el notario titular del protocolo y no perderán su carácter, valor y efectos por el hecho de que su traslado a papel lo realice el notario al que se le hubiese enviado.

.- Restricciones a la copia electrónica: 

En este punto parece preciso invertir la metodología seguida hasta ahora, y ofrecer primero el comentario, antes incluso que la propia reseña del texto vigente,  pues el Reglamento Notarial, (y en gran medida la ley 24/2005 que le antecede ) intentan forzar el blindaje notarial de competencias exclusivas y excluyentes en cuanto a la expedición y circulación de las copias electrónicas.-

A priori, la única exclusividad que resulta fundamentada y lógica, es que sólo el notario a cargo del protocolo podrá expedir copias autorizadas de las matrices en el mismo contenidas, pues es el que tiene acceso al mismo, ya que lo custodia, y podrá dar fe de la correspondencia entre la matriz y la copia.

Pero una vez expedida una copia autorizada, no tiene a priori ningún fundamento lógico, económico,  ni jurídico  poner restricciones a la reproducción de tal copia, o, lo que es muchísimo más sorprendente, y sobre todo, más grave por lo que tiene de perturbador del tráfico jurídico, tratar de poner restricciones a la circulación de la copia, o incluso, llegando al extremo del absurdo,  a la propia vigencia temporal de la validez de la copia. (Novedad que introduce el Reglamento notarial y que no estaba prevista en la ley).
.-  Respecto de las copias en soporte papel_ 

El reglamento notarial señala que sólo el notario pueda autorizar o autenticar copias de una matriz, y pretende que sólo él puede autorizar ulteriores copias o reproducciones de una copia ya existente en papel.

Pero no ha llegado a prohibir que el tenedor de la copia autorizada en papel pueda moverla de lugar, esto es, llevarla, remitirla o  presentarla donde le parezca.

Tampoco ha llegado a limitar la vigencia temporal de la copia en papel, que, por tanto, tendrá toda la vigencia que la duración, integridad y legibilidad del papel permita.

.- En cambio, cuando se trata de copia en sopote electrónico, el comprensible  temor corporativo ante posible implantación generalizada de las nuevas tecnologías, (quizá por los riesgos que ello podría suponer para la exclusividad notarial en ciertos sectores tradicionales), ha llevado a  imponer las siguientes restricciones en el art 224.4:
     .- Sólo un notario concreto puede expedir la copia electrónica.

     .-  Sólo un notario (el mismo) puede remitir por vía telemática el fichero en que consiste la copia electrónica.

     .- El destinatario del envío no puede ser el interesado, que ha otorgado la matriz y solicitado la copia, y pagado por ambas, sino sólo otro notario, o un registrador, o una administración.

.-  Nadie puede duplicar (copiar) el fichero informático en que consiste la  copia electrónica.

    .- Sólo un notario puede trasladar a papel el contenido del fichero en que consiste la copia electrónica.

   .-  Sólo tiene validez la copia para el destinatario y para la finalidad concreta para la que se expide, de modo que no pueda reenviarse ni a otro destinatario, ni servir para otra finalidad.

   .- Y para cerrar el círculo, se limita la validez de la copia electrónica  a sesenta días desde su expedición, de modo que pasado ese plazo hay que volver a pedir otra copia que sustituya a la caducada,  (aunque si es para el mismo destinatario y finalidad no devenga arancel).

De todo ello resulta que, en vez de permitir que un fichero informático (la copia expedida con firma reconocida del notario) pueda gozar de las ventajas inherentes a su condición de documento público electrónico (plena  circulación, plena replicación, y mantenimiento de plenos efectos), se le condena a perder irremisiblemente la condición y efectos legales propios del documento público si incumple cualquiera de los antedichos mandamientos.
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